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LOS PASOS DE AMÉRICA LATINA HACIA LA INSERCIÓN
GLOBAL. ASPECTOS POLÍTICOS, ECONÓMICOS Y

SOCIALES. BALANCE Y PERSPECTIVAS

RAMIRO X. VERA-FLUIXÁ*

Introducción

Una de las características más llamativas del desarrollo de América Latina en el
transcurso de las últimas dos décadas ha sido su disposición y su capacidad para la
reforma. La privatización parcial o completa de la seguridad social y su aplica-
ción generalizada, la reforma de las estructuras laborales y los sistemas impositi-
vos, la redefinición y el nuevo impulso de los procesos de integración regional, la
puesta en práctica de programas de descentralización administrativa e incluso las
medidas adoptadas para la reducción de la deuda externa con relación al PIB cons-
tituyen algunos de varios ejemplos.

La multiplicidad de reformas refleja la actitud de la región respecto a su objetivo de
modernizarse e insertarse en un entorno global en constante cambio, de manera espe-
cial a partir de 1990. En este marco, la apertura económica según el modelo neoliberal
predominante y las reformas tendientes a una redefinición del papel del Estado han
encontrado indudablemente eco en América Latina, desencadenado asimismo una
división –cada vez más polarizada– entre quienes están a favor y aquellos que critican
sus consecuencias.

A grandes rasgos, dos grandes procesos acompañan la inserción global de la región
de los últimos veinte años: uno de carácter político, caracterizado por el restableci-
miento de los sistemas democráticos de gobierno, y otro de naturaleza económica,
cristalizado en un número considerable de reformas destinadas a la desregulación
económica y la apertura comercial de los países latinoamericanos. Mientras que la
redemocratización toma lugar principalmente en los años ochenta, la desregulación
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y la apertura económicas, si bien alentadas con ante-
rioridad, cobran auge en la década de los noventa, en
especial con las directrices del Consenso de Washington
de 1989.

La evolución de ambos procesos llama, no obstante, la
atención. Si bien los mismos fueron encauzados de
forma homogénea y con significativos progresos en sus
comienzos, sus resultados se revelan hoy en día en su
mayoría inconclusos: ni la restructuración democráti-
ca ha llevado aún a la llamada consolidación democrá-
tica, ni la apertura neoliberal ha llevado a la buscada es-
tabilidad macroeconómica. Asimismo, una segunda
característica común a ambos procesos indica que pre-
cisamente debido al predominio de los aspectos políticos
y económicos se descuidó –o se “descontroló”– el tercer
pilar de esta evolución: el aspecto social.

Los resultados de estos dos pasos recaen hoy en día
nuevamente sobre las preguntas de trasfondo que
subyacían a dicho desarrollo: ¿cuál es el concepto de
inserción global que asume la región en la estructura
mundial actual? y, con ello, ¿cuál es su objetivo final
o, mejor dicho, el “grado final de globalización” de
América Latina, que se debe alcanzar según un mo-
delo económico de carácter distinto al de décadas ante-
riores?

Las respuestas a dichas preguntas constituyen el funda-
mento para un “tercer paso” hacia la inserción global,
que se proyecta aceleradamente desde los años noven-
ta en la iniciativa para crear una zona de libre comer-
cio de grandes dimensiones geográficas –ya sea en
escala hemisférica, como en el caso del ALCA, o con
otras zonas aduaneras extrarregionales, como la Unión
Europea. Los partidarios de esta empresa la indican co-
mo un instrumento globalizador, en tanto promueve el
aumento de la capacidad comercial de la región, produ-
ciendo así un efecto positivo en su competitividad inter-
nacional.

Resulta indudable el efecto que tal iniciativa tendrá
en las economías latinoamericanas, siempre y cuan-
do no sea entendida como efecto compensador de las

etapas anteriores –en pocas palabras, el tercer paso no
puede pagar las “deudas pendientes” de los dos pri-
meros pasos: los años entre 1995 y 2000 demostraron
que la débil consolidación de la democracia en varios
países de la región, la vulnerabilidad de la estabilidad
macroeconómica en casi todos los países latinoame-
ricanos, junto con la agudez de la llamada deuda social
en toda la región, retrasaban el ritmo del proyecto de
inserción global en América Latina y, en boca de mu-
chos escépticos, se cuestionaba incluso su finalidad.

El emprendimiento de un tercer paso descubre, en
síntesis, la necesidad de una percepción más aguda y
una mayor eficencia administrativa de los gobiernos
latinoamericanos en la búsqueda de beneficios de la
economía globalizada. Ello implica la capacidad para
evaluar las experiencias hasta ahora recaudadas, su-
perar las deudas pendientes, al igual que, en relación
con el establecimiento de una zona de libre comercio,
la capacidad de negociación de América Latina en su
conjunto –en su calidad de países individuales o de
bloques regionales integrados.

Reforma y modernización política: aspectos
principales

Más allá de los difíciles obstáculos que el proceso de
redemocratización ha debido y debe aún sobrellevar
desde los años ochenta, la ruptura de los ciclos alter-
nados de gobiernos democráticos y regímenes militares
ha sido una prueba fehaciente del valor que se da a la
democracia en América Latina.

Tres hechos apoyan esta posición. En primer lugar,
la designación de autoridades nacionales y regiona-
les por medio de elecciones se ha caracterizado tanto
por su homogeneidad en toda la región como por su
continuidad. Según Tirado Mejía [1997: 5]: “Entre
1988 y 1990 se celebraron 22 procesos electorales en
19 países. Lo más trascendental de esos comicios fue
que, por primera vez en las últimas décadas, se efectuó
un traspaso de poder entre gobernantes civiles electos
en Argentina, Bolivia, Brasil, El Salvador, Guatemala
y Uruguay”.
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Un segundo factor a favor de la forma democrática
ha sido la actitud general de rechazo a los levantamien-
tos militares e intentos de golpe de Estado ocurridos
durante y luego de la etapa de transición (Argentina
en 1987, 1989 y 1990, Venezuela en 1992, Guatema-
la en 1993 y Paraguay en 1996). Hechos como el
llamado “autogolpe” de Fujimori (1992) no tuvieron
un efecto general de emulación, sino que representa-
ron casos aislados que crearon más crítica que apoyo.
Excluyendo los casos de Bolivia [García Meza, 1980]
y Haití [Nerette, 1990] ninguna democracia ha sido
remplazada en los últimos veinte años por un régimen
militar.

Finalmente, a pesar de las graves debilidades insti-
tucionales, y cuya onsolidación aún está pendiente,
la democracia ha obtenido un consenso social gene-
ralizado en América Latina. El mismo se refleja tanto
en los sondeos de opinión pública efectuados en varios
países de la región principalmente por el Latino-
barómetro, 1  como en las declaraciones de los prin-
cipales organismos internacionales (por ejemplo, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos) y
de las varias cumbres hemisféricas hasta ahora reali-
zadas (Miami en 1994, Cartagena en 1996, la Declara-
ción de Quebec del 22/4/2001, la allí planeada, pero
aún no aprobada, Carta Democrática Interamericana).

Más allá, la restauración de la democracia preparó
la base para un conjunto de reformas para la moder-
nización del Estado, un proceso característico que
acompañó las tendencias de desregulación estatal
neoliberal desde los años ochenta. Dos aspectos fue-
ron principalmente motivo de reforma: el Estado en
cuanto a su estructura de división de poderes, y el
Estado en cuanto a su función de aparato adminis-
trativo.

En cuanto a la división de poderes, especialmente en
la relación poder ejecutivo-poder legislativo, se in-
tensificó la discusión en torno a la forma de gobierno
adecuada para lograr la consolidación democrática y
los necesarios ajustes económicos. El eje del análi-
sis se centró principalmente en la dicotomía presi-
dencialismo versus  parlamentarismo , incluyendo
además la viabilidad de la alternativa semipresidencial
de gobierno.2

A pesar de la argumentación a favor de un mayor
parlamentarismo, es un hecho indiscutible que la fi-
gura del presidente, en su función de jefe de Estado y
de gobierno, ejerció un papel central en América La-
tina durante la década de los noventa. Sin embargo,
la práctica creciente del recurso del decreto ha acre-
centado de forma desmesurada su capacidad de influen-
cia y concentración de poder, erosionando en muchos
casos la participación del poder legislativo en el trata-
miento de decisiones y medidas político-económicas.3

Esta disminución de las alternativas de control y mayor
equilibrio dentro de la división de poderes justifica en
algunos análisis la caracterización de “gobiernos hiper-
presidencialistas“. [Nolte, 2001: 7], [Philip, 1998: 82]
y [Bozzo, 1999].

Una tentativa de moderar esta tendencia se llevó a
cabo en Perú y Argentina mediante las reformas cons-
titucionales de 1993 y 1994, respectivamente, que
crearon el cargo de Jefe de Gabinete dentro del poder
ejecutivo.4  Su función a la cabeza del Consejo de

1 Véanse los resultados de diferentes sondeos del Latinobarómetro en
<www.latinobaromertro.org>. También, entre otros, Heinrich-W
Krummwiede,.: Demokratie in Lateinamerika?, en Nohlen [1991b: 92-
104].

2 Un posible origen de esta interesante disyuntiva científica podría
circunscribirse al año de 1978, remontándose al “ trabajo de Arturo
Valenzuela sobre Chile, cuyas tesis tal vez marcan el inicio mismo del
interés de Juan Linz en el tema“ [Nohlen 1999: 45]. A partir de ello,
algunos de los innumerables análisis son Lijphart/Grofman [1984];
Linz [1990]; Nohlen/Fernández [1991a]; Sartori [1994]; Thibaut [1996];
O’Donnell [1997]; Planas [1997]; Lijphart [1999]; Nohlen [1999].
3 A modo de ejemplo, compárense los tres presidentes democráticos de
Argentina a partir de 1983. En los primeros doce meses de gobierno, De la
Rúa firmó 40 decretos; Menem, 64. En seis años de gobierno, Alfonsín
suscribió 10 decretos; Menem, en sus diez años de gobierno, 545. Véase el
diario La Nación, “De al Rúa ya lleva 40 decretos“, sección Política, 30 de
diciembre de 2000; también en <www.lanacion.com.ar/00/12/30/p14>.
4 “Presidente del Consejo de Ministros”, según el artículo 122 de la
Constitución peruana de 1/7/1993. “Jefe de Gabinete de Ministros”
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Ministros5  no ha logrado equiparar a la de un jefe de
gobierno en el sentido de premier  o primer ministro,
sino que se reduce más bien a la coordinación intermi-
nisterial, la asunción de parte de la agenda política del
presidente o, como en Perú, a ser su portavoz autoriza-
do. Su nombramiento, destitución y competencias depen-
den directamente del presidente, hecho que relativiza
la importancia de su función compensadora del poder
del ejecutivo.

La necesidad de un mayor equilibrio que favorezca la
capacidad de decisión del poder legislativo requiere
además el mejoramiento de factores internos a los par-
lamentos, como su infraestructura, capacidad de aseso-
ramiento, medios de información y comunicación, así
como una mayor inclusión de las comisiones parlamen-
tarias en el proceso legislativo y una mayor disciplina
dentro de las fracciones. [Nolte, 2001: 27-28].

Por otro lado, los procesos de restructuración del po-
der judicial que se han llevado a cabo en América
Latina en las últimas décadas están estrechamente
relacionados con cuatro aspectos del concepto o valor
“justicia”.

Desde un aspecto histórico-social, la transición de-
mocrática implicó inexorablemente el tratamiento de los
delitos contra los derechos humanos cometidos duran-
te los regímenes militares. La reelaboración de este pa-
sado inmediato encontró distintas expresiones en cada
país, ya sea por medio de procesos por juicio oral, o de
leyes de amnistía, o de la conformación de movimientos
civiles de protesta.

Desde un punto de vista más bien pragmático, la re-
forma de la justicia se emparentó de manera directa
con los procesos de apertura económica en América

Latina, ya que la mayor intensidad de las transac-
ciones con los principales actores comerciales y finan-
cieros internacionales ha requerido mayores garantías
de solidez jurídica de los estados de la región.6  Su cre-
dibilidad internacional depende en gran parte del cum-
plimiento de estas expectativas.

Relacionado con la función penal de la justicia, como
instrumento de sanción y mantenimiento del orden,
la necesidad de una mayor eficiencia del aparato
judicial se remite además al perceptible aumento de
problemas de criminalidad en el transcurso de los
años noventa, tanto en relación con el crimen organiza-
do (narcotráfico y corrupción) como con la crimi-
nalidad social. Este último se trae a colación con las
medidas político-económicas neoliberales y sus efec-
tos de polarización en la sociedad latinoamericana
(mayor pobreza, aumento del robo, mayor trabajo
infantil).

El desarrollo de América Latina en los últimos veinte
años ha provocado, finalmente, un aumento de la
complejidad temática de los litigios, referidos a múl-
tiples aspectos, como los derechos de los indígenas,
la libertad de expresión, el equilibrio entre desarrollo
y defensa del ecosistema, los asuntos de discrimi-
nación de la mujer, los derechos de las comunidades
homosexuales, la censura cinematográfica, etcétera.7

Según Correa Sutil [1999: 12-13]: “El reconocimiento
de la diversidad y la aceptación de diversas pautas de
conducta [...] han producido tensiones y conflictos
que muchas veces se han radicado en los tribunales”.
La noción de justicia confronta, por tanto, “nuevos”
contenidos éticos.

Estos cuatro factores condujeron a transformaciones
del sistema judicial, en su mayoría mediante de re-

según el artículo 100 de la Constitución argentina de 22/8/1994. Sólo
en el caso argentino, el jefe de gabinete no puede desempeñar simultá-
neamente otro ministerio.
5 Órgano ya existente e institucionalizado en varios países de la región
(Costa Rica, Cuba, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela).

6 Discurso del presidente de la Corte Suprema de Justicia de Costa
Rica, Luis P. Mora, en el seminario del Banco Mundial sobre “Una
agenda hacia una sociedad justa e igualitaria en el siglo 21: desarrollo
legal y judicial”, Washington, 5-7 de junio de 2000.
7 Respecto a la censura cinematográfica, véase el discurso del presi-
dente de Chile Ricardo Lagos, del 21 de mayo de 2001 sobre la reforma
constitucional.
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formas constitucionales, como en los casos de Gua-
temala (1985), El Salvador, Panamá y Colombia
(1991), Honduras, Ecuador y Paraguay (1992), Costa
Rica (1993) y Argentina (1994). Las reformas se cen-
traron mayoritariamente en la agilización del sistema
procesal penal,8  la restructuración de la carrera judi-
cial y el nombramiento de jueces (sistemas de ingreso,
evaluación de su desempeño), la creación de institu-
ciones intermedias (por ejemplo, los consejos de la
magistratura)9  y la creación de escuelas judiciales
para la capacitación permanente de jueces.10  [Correa
Sutil, 1999: 7].

En gran medida, dichas iniciativas se han llevado a
la práctica mediante de programas financiados por
organismos e instituciones internacionales (Banco Mun-
dial, Organización de las Naciones Unidas y Banco
Interamericano de Desarrollo) [Naciones Unidas, 1997:
7], obteniendo resultados satisfactorios. No obstante,
se mantienen aún pendientes dos objetivos de impor-
tancia: por un lado un acceso y una cobertura más
igualitarios de la administración judicial ante las capas
sociales más desfavorecidas y, por otro, una mayor
independencia respecto de los intereses (partidario-)
políticos. La influencia de estos últimos ha estado
presente, en muchos casos, en los mismos procesos de
reforma.11

La tendencia a la desregulación estatal de la llama-
da “globalización” ha desencadenado, además, pro-

cesos de transformación del Estado en su función de
proveedor de servicios públicos y sociales , procesos
de por sí muy variados y con distintos alcances según
cada país.

Algunos servicios públicos y sociales se mantuvie-
ron, según una primera tendencia, bajo el control y
la administración del Estado y se puso el acento en el
mejoramiento de su eficiencia con cambios en la orga-
nización y el funcionamiento del aparato burocráctico
estatal (gerencialismo, redefinición de objetivos, for-
mulación de políticas para el suministro de servicios
o ejecución de programas, etc.) [Morales, 1998: 7-8], o
también con la descentralización administrativa regio-
nal o municipal de funciones.

Una segunda tendencia se realizó por medio de la
terciarización de servicios sociales y públicos, es de-
cir, de la contratación por parte del Estado de empre-
sas privadas para asumir funciones de administración
y suministro de servicios. Este sistema fue más exi-
toso en áreas como mantenimiento de catastros, apoyo
de limpieza, mantenimiento de predios y otros ser-
vicios administrativos, al igual que en la de servicios
sociales.12

La tercera variante fue la desestatización producida
por el aumento de organizaciones de la sociedad civil,
conocidas generalmente como organizaciones no gu-
bernamentales (asociaciones comunitarias, organiza-
ciones religiosas, entidades asistenciales, etc.), que
prestan servicios sociales de carácter público sin fines
de lucro. Su participación en éstos es muy significa-
tiva, ya que “40% de ellas se ocupan de educación y
formación, 30% de desarrollo y promoción social,
más de 20% de salud, y 15% de investigación”,13  ten-
diendo principalmente su estrategia a extender el ser-
vicio a zonas no atendidas a introducir competencia
en zonas donde la calidad del servicio público es aún
precaria. Si bien estas instituciones públicas no per-

8 Esto es, la transición de modelos fuertemente inquisitoriales, fun-
dados en la confesión de los inculpados mediante procedimientos
escritos, hacia sistemas públicos orales con un panel más preponderante
de los jueces.
9 Conformados por representantes de los poderes ejecutivo, legislativo
y judicial, a efectos de la selección y nombramiento de jueces y la
administración de fondos. A modo de ejemplo, véase la modificación
del artículo 150 de la Constitución Provincial de Mendoza (Argentina)
mediante la ley 6524 del 17 de septiembre de 1997.
10 Se han creado escuelas judiciales en El Salvador (1991), Paraguay y
Guatemala (1992), Panamá (1993), Chile (1995), Perú (1996).
11 Cabe igualmente mencionar la morosidad y el desconocimiento de la
ley como problema pendiente en el sistema judicial. A modo ejempli-
ficador véase “692 jueces y magistrados investigados en diez años“, en:
EL TIEMPO, 27 de mayo de 2001, Bogotá (s i t io:  ht tp://
eltiempo.terra.com.co/27-05-2001/judi_0.html).

12 Ibídem, p. 6.
13 Ibídem, p. 2, con cita de Rubem C. Fernandes, Publico porém
privado, Río de Janeiro, 1994.
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tenecen ni al Estado ni a la esfera privada, se man-
tiene, en sí, el carácter público del servicio, ya que
el Estado financia las políticas sociales.

Una amplia resonancia en América Latina tuvieron,
en último lugar, los procesos de privatización de em-
presas estatales. Este fue el caso, entre otros, de la
explotación del petróleo (Ecuador), la energía eléctri-
ca (Panamá), las telecomunicaciones, el servicio pos-
tal (Argentina)14  los medios de transporte y los servi-
cios de saneamiento básico y de distribución de agua.
Si bien la privatización contribuyó al saneamiento de
las empresas estatales productoras de bienes y ser-
vicios y, en parte, al equilibrio de la cuentas públicas,
se han observado también bajas tasas de beneficio y
dificultades para prestar con eficiencia los servicios.
[Morales, 1998: 5-6].

El acento del proceso de privatizaciones recayó en
los sistemas de pensiones. Las transformaciones aquí
registradas “se han orientado a establecer una vincu-
lación clara entre los aportes y los beneficios (criterio
de equivalencia)” mediante el sistema de capitaliza-
ción individual.15  A partir de ello han surgido mode-
los de capitalización individual plena, como en Chile
(1981), Bolivia (1997), México (1997) y El Salvador
(1998); modelos paralelos (de capitalización plena
junto al modelo tradicional de reparto) como en los ca-
sos de Perú (1993) y Colombia (1994); o los modelos
mixtos (combinación de la capitalización plena y del
reparto en un solo sistema), como en Argentina (1994)
y Uruguay (1996). [CEPAL, 2000a: 148-154] y [Müller,
2001].

La desregulación estatal también se ha manifestado
mediante procesos de descentralización, que impli -
caron el traspaso de competencias al ámbito regional

(provincias, departamentos) y local (municipios),
reconociendo, en este último caso, “la garantía insti-
tucional de la autonomía de los municipios, y la
definición de la municipalidad como unidad primaria
y autónoma de gobierno dentro del sistema político
nacional”, [Victory, 1999: 2].

Piedra inicial de estos procesos fueron las reformas
constitucionales, con sus sucesivas reformas, enmien-
das o medidas adicionales, lo que llevó a un espectro
muy variado de procesos de descentralización.16  In-
ternacionalmente, además, cabe mencionar la Carta de
Autonomía Municipal Iberoamericana (noviembre
de 1990), que fomenta el traspaso de competencias al
ámbito local, la capacidad de elección de autoridades,
la suficiencia financiera, la autoorganización y el de-
sarrollo económico. Varios de estos principios fueron
asumidos en los Códigos Municipales promulgados en
más de diez países de la región (desde 1982).

Con la descentralización se inicia un proceso que, en
muchos aspectos, va en contra de la tradición política
centralista de los países de América Latina, influencia-
da tanto por la herencia colonial del periodo posinde-
pendentista del siglo XIX, así como, más recientemente,

14 Según el Informe anual 1999 de la Corporación Financiera Inter-
nacional (CFI): “Argentina [a partir de 1997] ha sido el primer país del
mundo en desregularizar y privatizar totalmente el servicio postal”, p.
52.
15 Ello implica la creación de cuentas de ahorro individuales que
alimentan fondos de pensiones, administrados por empresas privadas,
que los invierten en mercados financieros. CEPAL  [2000b: 8].

16 Colombia (1991) y Paraguay (1992) se han definido como estados
unitarios descentralizados que reconocen la autonomía municipal;
Argentina, con la reforma de 1988, los pactos federales de 1992 y 1993,
y la enmienda constitucional de 1994, reconoce a las provincias como
autoridad administrativa de base, sin definir el ámbito municipal;
Chile, en su Constitución de 1980 y la consiguiente reforma en 1997,
establece la administración funcional y territorialmente descentrali-
zada o desconcentrada (artículo 3 constitucional); Brasil dota, por
medio de la Constitución de 1988 y las enmiendas de 1993 y1996, por
primera vez de competencias al ámbito local; México, cuyos munici-
pios son reconocidos ya en la Constitución de 1917, profundiza la
descentralización con las enmiendas de 1982 y 1983. De igual modo, se
reconocen procesos de descentralización en la Constitución del Perú
de 1979, su enmienda de 1993 y la ley de descentralización de 1998;
Guatemala (1986), Nicaragua (1987) y Venezuela, cuyo proceso de
descentralización se inicia en 1985, con la creación de la comisión
para la reforma del Estado, y continúa luego con las leyes orgánicas
sobre régimen municipal (15/6/1989) y del 28/12/1989 sobre descen-
tralización. Íbidem; véanse además las constituciones de los países
mencionados, la base de datos de ISTED (Institut des Sciences et des
Techniques de l ’Equipement et  de l ’Environnement pour le
Développement) en http://www.isted.com/cfce-dexia/somspa_pays.htm,
como Nickson [1995].
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por el modelo de sustitución de importaciones del siglo
XX, que reforzaba la idea de un Estado central fuerte
en su capacidad de decisión. Si bien existieron tenden-
cias descentralizadoras en las décadas de 1950 y 1960,
éstas giraban en primer lugar alrededor de la plani-
ficacion estatal y la administración pública, mientras
que los procesos de los últimos quince años contienen
un amplio espectro de reformas económicas, adminis-
trativas y, sobre todo, políticas orientadas a un ajuste
de la regulación estatal.17  El alcance y la intensidad
del proceso de descentralización abarcan áreas como
la salud, la educación (como en el caso de las reformas
federales educativas de Argentina, Chile y Uruguay)18

y la descentralización fiscal (como, por ejemplo, en
Argentina, Chile, Colombia y Perú), [López Murphy,
1995].

En este contexto, es indudable que la globalización
ha representado un factor de influencia y de presión
decisivo en la definición de los procesos de descentra-
lización latinoamericanos. 19  En general cuatro ele-
mentos de la globalización (cuatro “megatendencias”,
según Sergio Boisier) han sido aquí determinantes, a
saber: la revolución científica y tecnológica, los pro-
cesos de restructuración política del Estado y admi-
nistrativa del gobierno, la creciente y universal dema-
nda de los cuerpos organizados de la sociedad civil y,
por último, la tendencia a la privatización de las activi-
dades productivas y de servicios [Boisier, 1991]. Podría
aseverarse que la característica principal de los pro-
cesos de descentralización de las últimas décadas no
radica exclusivamente en el objetivo de una efectiva

división de poderes, sino más bien en la asunción de
un nuevo modelo de Estado orientado según pautas
neoliberales, tendientes a la desregulación del Estado
benefactor.20

Visto desde esta perspectiva, la presión en aras de
reformar el aparato estatal según dicho modelo puede
provocar efectos negativos si se subestiman o incluso
se ignoran factores estructurales propios de la región
en general y de cada país en particular:

• Considerando el ámbito regional (por ejemplo,
Estado federal en Brasil, provincia en Argentina o
departamento en Colombia), hay aún brechas en
cuanto a la capacidad de competencia de las regiones
y la disposición de recursos financieros para poder
ejecutarlas. A ello se suma la ingerencia aún pre-
valeciente del Estado en la normativa formal de las
competencias y en aspectos fiscales, como el control
del gasto de las regiones (hecho que reduce aún más
la capacidad de autonomía regional);21

• En el ámbito local (municipios o intendencias) se
observan aún dificultades tanto en la estructuración
territorial (amplia desproporción entre el número
de la población en cada estado y el número de mu-
nicipios existentes)22  como en su capacidad de

17 “[...] de hecho, mientras en los años 50 y 60 el término aludía a la
planeación estatal y la administración pública, en los útlimos quince
años se ha venido a entender bajo ‘descentralización’ un amplio espec-
tro de reformas económicas y administrativas y, sobre todo, políticas
que apuntan a un ajuste de la regulación estatal frente a la sociedad. [...]
los cambios que [antes] se proponían se orientaban a afectar a los pro-
cesos económicos. En el actual orden de cosas el acento se ha dirigido
hacia lo político-administrativo”. Haefner [2000: 2 y ss].
18 Véanse los resúmenes ejecutivos núms. 1, 4 y 7 del Programa de
Promoción de la Reforma Educativa en América Latina y el Caribe
(PREAL).
19 Véase Bodemer [2000], especialmente los aportes de Simon, Nolte y
Bodemer.

20 En este sentido, para los casos específicos de Argentina y Colombia,
véase Von Haldenwang [1994].
21 Catalina Victory señala entre los mecanimos de control del fisco
provincial por parte del Estado: la potestad del mismo de retener
transferencias, el uso de exigencias o condicionalidad sobre el gasto
municipal, la configuración del sistema impositivo, limitaciones en la
enajenación de bienes inmuebles, endeudamiento y acceso al crédito, y
en cuanto a la auditoría fiscal por parte de organismos estatales
(contraloría general de la nación, ministerio del interior o ministerio
de finanzas), “[...] el proceso de auditoría analiza básicamente
resultados financieros y raras veces técnicas de contabilidad gerencial
y análisis de resultados y actividades. Ofrece, por tanto, poca in-
formación referente a la eficacia y efectividad de la prestación de
servicios por parte de los gobiernos locales” [Victory 1999: 12].
22 En términos comparativos, “[...] Francia, con 58 010 000 habitan-
tes, tiene 36 000 municipios, y toda América Latina, con 439 300 000
habitantes, tiene 15 6000 municipios. En América Latina y el Caribe
hay un municipio por cada 1 338 km. de territorio; en Europa hay un
municipio por cada 199 km”, en: Palma Carvajal [1993] citado en
Victory [1999: 5].
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garantizar una representación política (desequilibrio
marcado entre el número de habitantes y el número
de concejales);23

• En ambos ámbitos se hace necesario evitar que la
descentralización político-administrativa conduz-
ca a una disparidad o heterogeneidad interregional
[Hofmeister, 1992: 7]. Las ya marcadas diferen-
cias de las regiones o municipios entre sí en un es-
tado pueden profundizarse si el traspaso de com-
petencias y recursos no toma en cuenta las carac-
terísticas, los problemas y las potencialidades
concretas de una región en relación con las otras.

Un aspecto final, no menos importante en cuanto a
las transformaciones políticas de América Latina en
el marco de apertura e inserción global, corresponde
a la política exterior.

Mientras que por un lado se observan nuevas tenden-
cias frente a actores extrarregionales, especialmente
Estados Unidos y la Unión Europea, se observan, por
otro, cambios en la política de concertación intrarre-
gional de América Latina.

El conflicto centroamericano de los años ochenta
(revolución nicaragüense, insurgencia salvadoreña)
marcó uno de los hitos de partida de estos cambios
[Radl, 2000: 18]. Su importancia radicó en que pro-
dujo consecuencias tanto en el ámbito extrarregional
(Proceso de San José a partir de 1982, con fuerte par-
ticipación de la Comunidad Económica Europea) co-
mo intrarregional (concertación política por medio
del Grupo de Contadora de 1983, de Apoyo de 1985,
luego Grupo de los Ocho, y este último como base del
Grupo de Río conformado el 18 de diciembre de 1986).

Por ello, paralelo y complementario al proceso de
redemocratización, el diálogo en dichos foros cola-

boró al tratamiento conjunto de temas como seguri-
dad hemisférica y democratización, derechos humanos,
lucha contra el narcotráfico y temas que concernían
la globalización de la economía, como el comercio
interregional, las inversiones y la ayuda para el desa-
rrollo [Vera-Fluixá, 2000: 25]. Ello propició en gran
medida la reorientación y el refortalecimiento de los
procesos de integración regional del Mercado Común
Centroamericano, la Comunidad Andina y el Merco-
sur, así como la creación del Grupo de los Tres (1995).

El Grupo de Río, por ejemplo, estableció con la Unión
Europea un diálogo internacional de características
nuevas. Comenzado con las “Conclusiones” de los mi-
nistros y representantes de ambas regiones de junio
de 1987, el diálogo político se consolidó con la Decla-
ración de Roma (diciembre de 1990), preservándose
de forma ininterrumpida hasta la fecha con reuniones
interministeriales anuales (véase el cuadro 1).

Respecto a Estados Unidos, se observan en la política
exterior de América Latina, por una parte, elementos
de disenso en aspectos políticos internacionales; por
otra, elementos de cooperación preponderantemente
en el ámbito comercial.

El conflicto centroamericano de los años ochenta
significó un retiro de apoyo de los estados latinoa-
mericanos ante el intento de Estados Unidos de enviar
una tropa interamericana a Nicaragua (1979). Hubo
además una actitud de rechazo general ante la inva-
sión de Granada de 1983. La restructuración de los
bloques de integración regional latinoamericanos, la
apertura extrarregional, en fin la diversificación de
la política exterior de la región, [Van Klaveren, 1999:
30], crearon en el mediano plazo un margen de ma-
niobra más independiente. En el ámbito comercial,
Estados Unidos ha propiciado desde 1990 la creación
de una zona de libre comercio desde Alaska hasta
Tierra del Fuego. A pesar de las persistentes dificul-
tades del poder ejecutivo de conseguir la vía rápida
de negociaciones (fast track ) para concretar esta
empresa, ésta ocupa un gran interés entre la mayoría
de los gobiernos latinoamericanos. La misma ha

23 Ello debido a que los “[...] sistemas electorales no garantizan una
aceptable representatividad del conjunto del electorado y, además,
consolidan las estructuras centrales de los grandes partidos, exclu-
yendo las minorías [...]”, ebda, pág. 9.
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posibilitado la base para una agenda de diálogo polí-
tico sobre democracia, derechos humanos, sociedad
civil, seguridad hemisférica, derechos de los pueblos
indígenas, etcétera.

En definitiva, partiendo de rasgos generales comunes,
la política exterior de América Latina se compagina
con las características sobresalientes del nuevo contexto
mundial de la década de los noventa: mayor concerta-
ción intrarregional, mayor apertura y cooperación
extrarregional; para ello, mayor número de acuerdos
bi o multilaterales. Las relaciones políticas y econó-
micas intrahemisféricas enmarcadas en el sistema
interamericano desde 1948 adquieren elementos del

nuevo regionalismo abierto, promovido por la creciente
mundialización de la economía.24  El distanciamiento
del modelo de sustitución de importaciones, los resul-
tados de la Ronda de Uruguay y la creación de la Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC) en 1995
desempeñan en este sentido un papel muy importante.
No obstante, el alcance limitado que aún presentan las
perspectivas de beneficio global del regionalismo abier-
to, así como la creciente apertura e interdependencia
de los mercados de capitales, su complejidad y labilidad
crean graves conflictos para la política exterior lati-
noamericana, en su definición, en la concertación in-
terregional y en las perspectivas de mediano y largo
plazos.

24 Para las características principales del Sistema Interamericano véase
Vera-Fluixá [2000: 9-13].

Cuadro 1
Reuniones ministeriales entre el Grupo de Río y la CEE/UE

1990 Inicio del diálogo interregional Italia Declaración de Roma

1991 I Reunión Ministerial Luxemburgo Comunicado final

1992 II Reunión Ministerial Chile Comunicado final

1993 I I I Reunión Ministerial Dinamarca Declaración de Copenhague

1994 IV Reunión Ministerial Brasil Declaración de São Paulo

1995 V Reunión Ministerial Francia Declaración de Paris

1996 VI Reunión Ministerial Bolivia Declaración de Cochabamba

1997 VII Reunión Ministerial Países Bajos Declaración de Noordwijk

1998 VIII Reunión Ministerial Panamá Declaración de Panamá

1999 I Reunión de Jefes de Estado Brasil Declaración de Río
y de Gobierno

2000 IX Reunión Ministerial Portugal Declaración de Vilamoura

2001 X Reunión Ministerial Chile Declaración de Santiago de Chile

Fuente: Documentos originales bajo el sitio: www.mre.gov.br/daa/grioind.htm y www.europarl.eu.int/delegations/noneurope/idel/d12/
docs/cumbrederio/declaracionfinales.htm
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Apertura e inserción económica:
aspectos principales

En el desarrollo económico de América Latina desde
los años ochenta es posible también observar un “efec-
to dominó” de reformas económicas que abarcan a
toda la región y que se extienden a un ritmo conside-
rablemente acelerado.

Los interrogantes sobre la eficacia del modelo de sus-
titución de importaciones hasta entonces vigente, la
situación de la industria nacional por medio de la pro-
tección arancelaria, la imposibilidad de detener el
ritmo de endeudamiento de los países de América La-
tina y el cuestionamiento del papel del Estado fuerte
en cuanto coordinador y controlador de las economí-
as nacionales, fueron algunos de los factores relevan-
tes que condicionaron la transición hacia un modelo
político-económico diferente.25

El entorno internacional dio un aporte de consecuen-
cias económicas decisivas: la caída de los regímenes
socialistas de Europa oriental desmanteló una estruc-
tura mundial bipolar ideologizada, que dio lugar rápi-
damente a un sistema homogenizador caracterizado
por el predominio casi absoluto de los movimientos
comerciales y financieros. A ello se sumó, finalmente,
el efecto que tuvieron en la economía mundial los re-
sultados de la Ronda de Uruguay (1986-1994) y la
creación en 1995 de la OMC como institución sucesora
del GATT, la cual asumió, merced al mayor número de
países integrantes, un carácter multilateral mayor.

Con ello, orientadas de acuerdo con el modelo eco-
nómico neoliberal, las reformas adoptadas en Amé-
rica Latina hicieron hincapié en el objetivo-guía de
la estabilidad macroeconómica de un país y, por tanto,

en las variables de disminución del déficit fiscal, el
control de la inflación, la baja de las tasas de interés
y la estabilidad del tipo de cambio. Tal estabilidad
presupuso además la desregulación de los mercados
monetario-financieros, de trabajo y de bienes, incenti-
vando el traspaso a manos privadas y reduciendo así la
función económica del Estado (relación Estado-mercado)
a un grado mínimo.

Es a partir de los “programas de ajuste“, impartidos
por las principales instituciones crediticias interna-
cionales como el Fondo Monetario Internacional y el
Banco Mundial, tendientes a encontrar una solución
viable para la problemática del endeudamiento exter-
no de la región, que comienzan a propagarse con ma-
yor intensidad los programas de establidad macroe-
conómica en América Latina. Las medidas de ajuste
fueron asumidas tanto por gobiernos democráticos
como por regímenes militares.26

Finalmente, el “Consenso de Washington” en 1989,
que reunió a los directores de los principales orga-
nismos económicos internacionales, precisó dichos
parámetros de reforma económica estructural para
América Latina en una línea de puntos principales,
entre ellos: disciplina fiscal, necesidad de reformas
tributarias, mayor apertura a la inversiones extran-
jeras, política de privatizaciones de empresas públicas
y la priorización del gasto público en educación y
salud.

Centrando el foco de atención en los años noventa, el
desarrollo económico de América Latina obtuvo los
siguientes resultados:

El crecimiento económico anual de la región en su
conjunto alcanzó tasas positivas durante todo el pe-
riodo (véase gráfica 1), señalando apenas hacia 1995
un primer gran descenso (1994-1995: 1.9%), en buena
medida como consecuencia del llamado “efecto te-25 “[se asiste al] agotamiento del paradigma de la CEPALC, con dese-

quilibrios fiscales, políticas monetarias excesivamente permisivas y
deficiencias provocadas por el exceso de confianza en la sustitución de
las importaciones y una pérdida de competitividad en los mercados
mundiales. Se había prestado demasiada atención a las magnitudes
nominales de la distribución de los ingresos, y demasiado poca a la
educación, la salud y los servicios sociales”. Véase BID [2000a].

26 Para una comparación sobre los efectos del neoliberalismo en Mé-
xico (país sin antecedentes de regímenes militares) en relación con el
resto de América Latina véase Gandarilla Salgado [2000].
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quila”. Luego de dicho descenso fue posible una nueva
fase ascendente en 1996-1997, para decrecer de forma
continua, particularmente luego de 1998 y de las crisis
del sudeste asiático y de Brasil.

Gráfica 1
Producto interno bruto: América Latina y los bloques

integrados del Mercosur, la Comunidad Andina de Naciones y
el Mercado Común Centroamericano 1990-1999e

(Porcentaje de variación anual)

e Estimación.

Fuente: Elaborada a partir de datos del Banco Interamericano de Desarrollo,
Unidad de Estadística y Análisis Cuantitativo, 21/12/2000.

En este contexto, es necesario distinguir la evolución
del PIB según los principales bloques regionales latino-
americanos (véase gráfica 1). Mientras que la Comu-
nidad Andina ofrece las variaciones de crecimiento más
polarizadas (1993-1994: 9.3%; 1998-1999: 0.1%); el
Mercado Común Centroamericano ha tenido un desarro-
llo promedio mucho más estable, manteniendo incluso
una tendencia positiva hacia fines de la década (1998-
1999: 4.3%). El Mercosur, cuya línea de crecimiento
ha influido más en el total de la región, marca un posi-
tivo despegue hacia principios de la década, se esta-
biliza hacia mediados de la misma y vuelve a decaer
fuertemente entre 1997 y 1999, especialmente debido
a la evolución negativa del PIB en Argentina y Uruguay
(1998-1999: -3% y -3.2%, respectivamente).

La apertura comercial fue uno de los elementos más ca-
racteriísticas de la transformación de América Latina
en la década de los noventa. Las barreras arancelarias
al comercio extrarregional, que alcanzaban un prome-
dio de 40% hacia mediados de los años ochenta, des-
cendieron a un ritmo constante, llegando a un prome-
dio de 13% en 1996 [Sangmeister, 2000: 9-28] y [Aro-
mando, 1999]. El promedio de crecimiento anual de
las exportaciones de América Latina fue en el periodo
1992-1995 de 17.2%, en Japón de 8%, en la Unión Eu-
ropea de 6.9%, y en todo el mundo de 10.7% [Saez, 1998:
23]. La participación de las exportaciones del Merco-
sur en el mercado mundial, por ejemplo, aumentaron de
13.3% en 1992 a 21.3% en 1996 [Machado, 1999: 98].

A pesar del incentivo que ello significó para el comercio
intrarregional (es decir, inter e intrabloques regiona-
les latinoamericanos), los flujos comerciales correspon-
dieron en su mayor parte al comercio extrarregional.
A modo de ejemplo: las exportaciones totales del Mer-
cosur llegaron a 35 876 millones de dólares en el pri-
mer semestre de 1999, de los cuales sólo 20.3% (7 286
millones de dólares) fue intrarre-gional, el restante
79.7% (28 589 millones de dólares) correspondió al
comercio extrarregional [CEI, 1999: 25].

Asimismo, es necesario considerar que durante el pro-
ceso de apertura comercial las importaciones experi-
mentaron un ritmo de crecimiento claramente mayor
que el de las exportaciones, provocando saldos co-
merciales negativos. Con excepción del periodo 1994-
1996, los 11 países de la ALADI registraron un continuo
descenso en la evolución de los saldos comerciales.
Este es incluso el caso particular de México: luego de
su ingreso en 1995 al TLCAN (Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte), el volumen de las exportacio-
nes creció 30% respecto al año anterior; no obstante,
el saldo comercial comenzó a descender en el mismo
año debido al constante aumento de las importacio-
nes, por lo que dos años más tarde (1997) presentó
números negativos.

Un tercer aspecto que hay que tener en cuenta en el
análisis del desarrollo comercial de América Latina
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en la década de los noventa son los heterogéneos nive-
les de crecimiento entre los países miembros, que se tra-
ducen en una concentración polarizada del comercio
regional. En el caso de los 11 países de la ALADI, tanto
en el ámbito de las exportaciones como en el de las im-
portaciones, más de 80% del total se concentra en sólo
cuatro países (véase el cuadro 2). Esta tendencia se
ha mantenido a comienzos del nuevo siglo y refleja
los efectos aún dispares de la globalización comercial
en la región en su conjunto como, asimismo, la capa-
cidad de reacción aún débil de los países afectados.

Cuadro 2

Porcentaje de exportación e importación sobre el volumen
total de la ALADI (11 países): comparación de cuatro países en

relación con la suma de los siete restantes

% Exportaciones

País 1990 1994 1999e

México 31.8 35.3 50.8
Brasil 24.5 25.6 17.9
Venezuela 13.7 9.3 7.8
Argentina 9.6 9.3 8.7
Chile
Colombia
Perú
Ecuador 20.4 20.5 14.8
Paraguay
Uruguay
Bolivia

Total 100.0 100.0 100.0

% Importaciones

País 1990 1994 1999e

México 44.5 44.2 53.1
Brasil 22.1 18.5 18.4
Argentina 4.0 11.2 9.0
Chile 7.6 6.1 5.2
Venezuela
Colombia
Perú
Ecuador 21.9 20.0 14.3
Paraguay
Uruguay
Bolivia

Total 100.0 100.0 100.0

Fuente: Elaborada a partir de los datos del BID. Unidad de Estadís-
tica y Análisis Cuantitativo, 21/12/2000.

e Estimación.

De igual modo, los años noventa fueron testigos de
masivos flujos de inversiones extranjeras directas (IED)
hacia América Latina, a un ritmo de crecimiento anual
hasta entonces desconocido; el aumento de las inver-
siones en 19 países latinoamericanos de 1993 a 2000
llegaba a un promedio de 400%.27  El ingreso de inver-
siones fue alentado, en una primera fase, por los pro-
cesos de privatización realizados en casi todos los
países de la región; su destino fue la compra de em-
presas públicas y privadas. Hacia fines de la década
cerca de 60% de las IED se destinó a la creación de ac-
tivos nuevos; entre ellos el área de las comunicacio-
nes ocupó un lugar muy importante [CEPAL, 2001a: 6].

De forma similar a la evolución del comercio, las IED se
concentraron en determinados países, provocando
nuevamente una disparidad regional. Ya en 1991 Ar-
gentina, Brasil y México reunían 65.7% del total de
inversiones extranjeras directas, llegando esta cifra
en el año 2000 a 84.5% [CEPAL, 2001b: 768]. En este
sentido, un dato particular: luego de las crisis finan-
cieras y monetarias, que afectaron directamente a Mé-
xico y Brasil, las inversiones extranjeras hacia América
Latina se concentraron aún más en estos dos países y
en Argentina. Mientras el volumen anual destinado a
estos tres países aumentó, en el resto de los países latinoa-
mericanos el ingreso anual de IED fue descendente.28

Por otra parte, el control de los procesos inflacionarios
e hiperinflacionarios fue uno de los aspectos más posi-
tivos de las políticas económicas en el periodo ana-
lizado: mientras que en 1991 el promedio anual de
inflación para toda América Latina sumaba 913.8%,
este índice disminuyó en 1996 a 34.4%, para alcanzar
en 1999 la marca por debajo de 10% [BID, 2000c]. La
mayor estabilidad de precios de 1990 a 1999 la regis-
traron Chile (11.76%), El Salvador (10.62%) y Bolivia
(10.42). Los países que habían ingresado en la década
con tasas hiperinflacionarias de cuatro dígitos (Argen-
tina, Brasil, Perú y Nicaragua) alcanzaban en 1999
tasas entre 1 y 12%. Ecuador, que había logrado reducir

27 CEPAL [2001b] con base en FMI y fuentes nacionales, (p. 768).
28 Ibídem.
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el nivel de precios a la mitad, vivió en 1999 un rebrote
inflacionario, que condujo a una tasa mayor que la de
1990.

A pesar de que ha presionado en los últimos años el
aumento mundial de los precios de combustibles ha
presionado los costos, la tasa de inflación en toda la re-
gión se ha mantenido en niveles moderados, incluyendo
el caso de países importadores de petróleo como Bra-
sil, Chile y Perú, con una inflación inferior a 10 por
ciento [BID, 2000b: 9].

Uno de los problemas más graves de la región en general
desde la década de los ochenta fue la deuda externa.
La misma alcanzó en el año 2000 los 750 855 millo-
nes de dólares, es decir, un aumento de casi 70% desde
1990. Tres países comparten los porcentajes más signi-
ficativos del monto total: Brasil (31%), México (22%)
y Argentina (20%), seguidos recientemente con 5%, por
Colombia y Chile [CEPAL, 2001b: 769].

Los acontecimientos de la década de los setenta con-
tribuyeron en gran medida al aumento de los servicios
de la deuda a volúmenes impagables,29  por lo que en
los años ochenta se establecieron varios paquetes de
refinanciamiento de conversión de la deuda en capital
(deuda vieja a deuda nueva), entre los cuales el más co-
nocido fue el propuesto por el secretario del Tesoro
estadounidense, Nicholas Brady. Como indica Acosta:
“Con esto también cobró fuerza la viabilidad de los
ajustes ortodoxos orientados a lograr la apertura y la
liberalización a ultranza: el gran objetivo del neolibe-
ralismo real. Así las cosas, no faltaron quienes avizo-
raban para América Latina una situación interesante
en términos de sus perspectivas económicas. Y todos
estos elementos se transformaron en bienvenido ar-

gumento para los países industrializados y los orga-
nismos multilaterales, que deseaban dar por conluido el
capítulo de la deuda externa, sobre todo por su eleva-
do contenido político.”30

Debido al desarrollo económico de la región, al in-
greso de flujos financieros y a las IED se redujo signi-
ficativamente el peso de la deuda en relación al PIB de
los países (véase la gráfica 2). El porcentaje de la deuda
con relación al PIB era para Paraguay de 40 en 1990,
disminuyendo a 26.8% en 1998. En el mismo periodo,
la reducción en Costa Rica fue de 52.3 a 28.6%; en
Guatemala de 40.3 a 24.1%; en Uruguay, de 47.4 a
33.8%; en Ecuador, de 113.3 a 76.8 por ciento [BID,
2000c].

De este modo, la deuda latinoamericana se estabilizó
entre un 33% (1991) y 37% (1998) del PIB de la región.

Gráfica 2

Deuda externa en porcentaje del producto interno
bruto, 1990-1998

29 Entre ellos la desvinculación oro-dólar del sistema de Bretton Woods
en 1971 e introducción del tipo de cambio flotante, el considerable
aumento del precio del petróleo y las crisis de 1973 y 1979, los constan-
tes saldos negativos de las balanzas de pagos de los países en vías de
desarrollo, el acceso “fácil” al financiamiento por préstamo y sobreen-
deudamiento; luego, el nuevo descenso del precio del petróleo hacia
comienzos de los ochenta, la declaración de moratoria de México en
1982 y de Ecuador en 1986, etc. Véase Rivera Vélez [1998].

30 Ibídem, artículo de Alberto Acosta, La deuda externa en América
Latina < www.lahora.com.ec/debate/paginas/ debate60.htm>.
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Sin embargo, hacia finales de la década se observa un
punto de inflexión de nuevo producido por las con-
secutivas crisis financieras internacionales y sus reper-
cusiones en América Latina. La deuda externa cobra
desde entonces un peso cada vez mayor en el producto
bruto total de los países de la región, ejerciendo una
fuerte presión sobre las políticas estatales de reducción
del déficit fiscal.

Cabe mencionar, por último, la expansión de la econo-
mía financiera en el desarrollo de América Latina de
las últimas dos décadas. La liberalización de los merca-
dos de capital y la multiplicidad de nuevos instrumen-
tos financieros han conducido a un grado de expansión
de los flujos de capitales de difícil control y regulación
estatal. Según la CEPAL, “El decenio muestra una mayor
concentración de poder económico en manos de los acree-
dores financieros, en detrimento de los propios gobier-
nos” [CEPAL, 2001a: 4]. Ello ha incrementado de modo
considerable la interdependencia de los mercados fi-
nancieros de los países industrializados y de los llama-
dos mercados emergentes (emerging markets).

Así, los instrumentos financieros de la deuda no de-
penden exclusivamente del desempeño económico de
los estados de la región, sino de factores externos como
la devaluación de monedas extranjeras, las fluctua-
ciones de los valores accionarios internacionales, de
los mercados inmobiliarios, las tasas de interés de la
Reserva Federal o, como prueba el Reporte anual del
BID del año 2000: “The spreads on Latin American debt
instruments were also affected by the volatility of the
U.S. stock market, especially the NASDAQ index” [BID,
2000b: 7-8].

Las deudas pendientes

Transcurridas ya dos décadas, el cúmulo de transforma-
ciones políticas y económicas emprendidas ha abierto
varios interrogantes relacionados con el modelo utili-
zado, a sus objetivos y consecuencias. En efecto, la
orientación casi unidimensional según las variables de
crecimiento económico, la desregulación estatal y la
apertura comercial, reclama hoy en día un tratamiento

más intensivo de sus efectos sociales colaterales. “Latino-
américa tiene ahora un modelo para el crecimiento
económico, pero no tiene un modelo para el desarro-
llo”, afirma Carlos Pomareda [1999: 5].

La percepción y evaluación críticas de los resultados
hacen hincapié en un concepto de desarrollo más am-
plio, que sitúa junto al crecimiento económico las
esferas social y ecológica, ponderándolas de modo equi-
valente y destacando sobre todo su complementaridad
(véase la gráfica 3). Conceptos como equidad y empo-
deramiento (empowerment ), pilares de un desarrollo
sostenible de América Latina, asumen cada vez más
un papel clave en los análisis tanto de instituciones
científicas como de organismos internacionales (PNUD,
Banco Mundial, BID, CEPAL). Los mismos remarcan mu-
chas de las falencias en las políticas de inserción eco-
nómica global que se han aplicado.

Gráfica 3

Quizá el efecto negativo más acuciante ha sido el
observado en las capas sociales de bajos ingresos de
la población latinoamericana (índice de pobreza). En
términos absolutos, si en 1990 vivían 63.7 millones
de habitantes de América Latina y el Caribe con me-
nos de un dólar por día, nueve años más tarde dicha
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cifra aumentó a 78.2 millones de habitantes.31  Consi-
derando, no obstante, el ritmo de crecimiento de la
población de América Latina, se obtiene un resultado
inverso, de descenso del grado de pobreza: los habi-
tantes con menos de un dólar por día representaban
16.8% del total de la población en 1990; en 1998 dicha
cifra se redujo a 15.6 por ciento [Banco Mundial, 2001:
cuadro A1, p.15].

Dicha contraposición se explica con uno de los efectos
más característicos que presenta el desarrollo de Amé-
rica Latina en los últimos veinte años: la desigualdad
social. Aunque los porcentajes de población pobre
hayan disminuido e incluso el ingreso por habitante
en 18 países latinoamericanos haya aumentado de 1990
y 1997, [CEPAL, 1998: anexo estadístico], ello ha sido
posible a costa de un ensanchamiento de la brecha
salarial entre los sectores sociales. Según la CEPAL,
“La ampliación de esta brecha se vincula a, y refuer-
za, la segmentación estructural del mercado de trabajo:
núcleos formales o modernos, con buenas condicio-
nes de trabajo, y otros de baja productividad, con condi-
ciones precarias”, [CEPAL, 2000b: 6] y [Arriagada, 2000].
Es decir, el número de pobres es menor, pero su grado
de pobreza mayor. Países como Uruguay y Chile, por
ejemplo, lograron en el mediano plazo reducir el gra-
do de pobreza, aunque hubo un paralelo aumento del
nivel de desigualdad social.

Las capas sociales perjudicadas corren, en este marco,
un mayor riesgo de desocupación (véase el cuadro 3).
Además del mencionado efecto característico del pro-
ceso de globalización –continua especialización del
mercado laboral con una alta diferenciación entre los
grados de calificación y la consiguiente disparidad en
la remuneración del trabajo–,32  algunos factores que

han contribuido al riesgo de desempleo son “la erosión
de la capacidad redistributiva del Estado (contri -
buciones, transferencias y tributos) [...] y la reducción
de la masa salarial en el ingreso total en favor de un
crecimiento relativo de las rentas financieras y de los
beneficios empresariales” [CEPAL, 2000a: 4]. A ello se
suma, en el caso de las economías más pequeñas de la
región, el grave problema del subempleo.

Este deterioro de la situación social y laboral ha cau-
sado, especialmente en la década de los noventa, un
aumento de la migración tanto intrarregional como
hacia Estados Unidos y Europa. 33  Ello ha abarcado
todas las categorías de corrientes migratorias exis-
tentes (excepto asilados y refugiados): desde inmi-
grantes permanentes o residentes, trabajadores por
contratación temporal, profesionales (nivel univer-
sitario o calificados) e incluso trabajadores clandes-
tinos o ilegales [Appleyard, 1999]. AméricaLatina se
ve afectada, por tanto, por la dinámica propia que ha
adquirido en las últimas décadas el fenómeno de la
migración en escala mundial: mientras que en la dé-
cada de los setenta eran 64 los principales países
emisores y receptores, dicha cifra había aumentado, a
principios de los noventa, a 98 países [OIT, 2000: 42].
Las cada vez mayores diferencias de ingresos entre
el Norte y el Sur, que radican, como indica la Oficina
Internacional del Trabajo (OIT), en que no todos los
países han sido beneficiarios de los crecientes flujos
de capital, se han traducido en un aumento constante de
las corrientes migratorias. La OIT agrega: “El descen-
so de las tarifas del transporte, junto con el aumento
de la información disponible, así como la expansión de
las redes personales e institucionales, están facilitan-
do sin duda alguna la movilidad”.34

Por otro lado, el deterioro del medio ambiente constitu-
ye un grave problema que enfrenta la rasante apertura
comercial de la región (teniendo en cuenta los 11 países
que conforman la ALADI, las exportaciones aumentaron

31 Desistiendo al parámetro de medición de un dólar por día, el nú-
mero de personas que vive en condiciones precarias alcanza incluso
más de 200 millones. Ello equivale, según estadísticas comparativas
del Banco Mundial, al tercer lugar, luego de África sudsahariana
(46.3%) y Asia meridional (40%). Véase Lustig/Stern [2000: 5].
32 Para estos efectos del proceso globalizador en los países indus-
trializados, véanse Welzmüller [1997: 26] y Wissenschaftliche
Arbeitsgruppe [1999: 29-30].

33 De modo ejemplificador para los países andinos, véase Mármora
[1999].
34 Ibídem, pág. 43.
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en diez años 110%, de 128.2 millones en 1990 a 268.4
millones en 1999) [BID, 2000c]. La propulsión de un
fuerte perfil exportador, basado principalmente en la
explotación de recursos naturales, ha traído consigo,
por una parte, la sobreexplotación y el agotamiento
de los recursos, en algunos casos incluso el colapso de
especies y,por otra, la polución del medio ambiente
con múltiples formas de residuos y emisiones. La falta
de una estrategia de explotación en favor de la pro-
ducción ha causado el avance de procesos de defores-
tación, desertización, erosión de suelos, contaminación
de cuencas hidrográficas, etc. En un reciente análisis
sobre la sustentabilidad socioambiental de la economía
en Chile –uno de los países latinoamericanos que in-
trodujo con mayor anterioridad e intensidad el modelo
neoliberal y cuyo porcentaje de exportaciones llega
hoy en día a más de 50% de su PIB– se hace referencia
a las graves secuelas de deterioro ambiental en los sec-
tores minero (contaminación atmosférica por anhí-
drido sulfúrico y arsénico), forestal (contaminación
por desechos de celulosa y chips), agrícola (uso cre-
ciente de pesticidas tumorígenos) y pesquero (colapso
de especies como la anchoveta, el jurel y el loco)
[Quiroga Martínez, 2001: 262-272].

Las consecuencias descritas, tanto de carácter social
como ecológico, ayudan a explicar, finalmente, los
efectos que trajo consigo el desarrollo económico de
los últimos veinte años, de manera especial en la situa-
ción de los pueblos indígenas de América Latina. Boli-
via, Ecuador, Guatemala, México y Perú suman 90%
de la población indígena total; el mayor contingente
se concentra en México, con 12 millones de habitantes
[Urioste, 2001: 8, nota 2].

El creciente proceso de reivindicación cultural indí-
gena, que ya tomaba lugar desde principios de los
años ochenta,35  se reforzó aún más debido a las conse-
cuencias de la economía de apertura en el sector agrí-
cola, fuente principal de trabajo y de ingreso de las

poblaciones indígenas latinoamericanas. Según Urios-
te: “La mejora de las capacidades productivas del
agro del primer mundo ha dejado en muy mala posición
a los productores ‘artesanales’ del tercer mundo y
esto los ha obligado a movilizarse para defender sus
derechos y tener que replantearse su rol en sus socie-
dades” [Urioste, 2001: 4]. Un efecto similar ha tenido,
en este contexto, la política de privatizaciones (entre
otros, de la energía eléctrica y el petróleo), que ha
afectado el uso de los recursos naturales, cuyo derecho
a la explotación reclaman las comunidades afectadas.
No en menor grado, la política de lucha contra el nar-
cotráfico realizada en Bolivia y Colombia ha planteado
–y deja aún abierta– la búsqueda sobre alternativas
de ingreso económico para las poblaciones indígenas
tradicionalmente dependientes de la producción y co-
mercialización de la coca (cocaleros).

La constante reducción del papel del Estado ha lle-
vado, por tanto, a que las comunidades indígenas hayan
generado sus propias formas de movilización y coor-
dinación de intereses, que han sido apoyadas en parte
por organizaciones de la sociedad civil (grupos eco-
logistas o de defensa de los derechos humanos) o por or-
ganismos internacionales (BID, Banco Mundial, Naciones
Unidas, OEA). Así, 1993 fue declarado “Año Internacio-
nal de los Pueblos Indígenas del Mundo” y el periodo
1995-2004 “Década de las Naciones Unidas para los
Pueblos Indígenas”.

Estos movimientos de presión en busca del recono-
cimiento de la diversidad étnica se manifiestan, ade-
más, claramente en contra de la globalización, por
la tendencia de ésta a “restarle obligaciones sociales
al Estado”, [Castro Soto, 2000: 3] exigiendo a los go-
biernos una mayor actuación en su papel de garante
de los derechos de educación, salud, trabajo y parti-
cipación social. Dos casos ejemplificadores, que alcan-
zaron incluso difusión internacional desde mediados
de los noventa, han sido la Confederación de Nacio-
nalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), y el Ejército
Zapatista de Liberalización Nacional (EZLN ) en Chia-
pas, México.

35 Cuya tematización pública logró una mayor difusión y concientiza-
ción a partir de 1992 con la conmemoración de los 500 años del
“Encuentro de Dos Mundos”.



página 50

NÚM. 121,  MAYO-JUNIO DE 2002,  PP. 33-59.

Estado-mercado-sociedad civil:
un balance de los primeros pasos

Sopesar –y valorar– los interrogantes de fondo del fenó-
meno de la “globalización” en América Latina, lue-
go del análisis de sus aspectos políticos, económicos
y sociales, conduce de forma directa a la pregunta sobre
la eficacia del modelo neoliberal en cuanto a los
objetivos perseguidos y sobre su validez futura como
parámetro de crecimiento y desarrollo para la región.

A tal fin, es necesario primeramente apartarse de la
tendencia a clasificar y juzgar modelos de forma taxa-
tiva, ya que ni su puesta en práctica ni la obtención
de resultados suelen suceder fielmente a los supuestos
teóricos originales. En la experiencia de aplicación
de modelos económicos en América Latina se observa
que tanto la industrialización por sustitución de im-
portaciones como la apertura neoliberal han traído y
traen aparejados resultados positivos y negativos. La
compleja valoración bueno/malo de un modelo conduce,
en definitiva, a un péndulo vicioso de opciones que
impide una visión concreta sobre su funcionamiento y
perspectivas de éxito.

La marcada disminución de los procesos (hiper) -
inflacionarios en toda América Latina continuará
destacándose como uno de los efectos más positivos
de las políticas neoliberales de los últimos veinte años.
De igual importancia fueron también los procesos que,
en el marco de la desregulación estatal, posibilitaron
abordar de forma más directa la reforma del Estado,
una problemática ineludible y complementaria de los
procesos de redemocratización de América Latina.
La puesta en práctica de procesos de descentralización
en un periodo de diez a quince años, de alcance en to-
da la región y de distinta profundidad según cada país,
adquiere una importancia especial en este sentido, así
como también la tendencia al mejoramiento de la co-
bertura y la provisión de servicios públicos y sociales
mediante el traspaso al sector privado.

Una de las consecuencias negativas de la experiencia
de inserción global por medio del modelo neoliberal,

tal vez la más perjudicial de ellas, ha sido la creciente
vulnerabilidad de América Latina ante el compor-
tamiento, también cada vez más fluctuante, de los
mercados mundiales. Con los efectos de las crisis de
contagio desde mediados de los noventa –que se origi-
naron o afectaron a países como México (1995), Brasil
(1999) y Argentina (2001), pero a partir de ellos al
resto de la región–, los logros económicos hasta allí
alcanzados cayeron a un ritmo constantemente ines-
table y negativo. Retomar los índices de crecimiento
económico observados desde fines de los ochenta hasta
mediados de los noventa aparece como una posibilidad
remota. Resurge con ello, incluso, la problemática
de la deuda externa, que aparentaba adquirir otro ca-
rácter a principios de los noventa con la adopción de
medidas neoliberales.

La creciente vulnerabilidad descubre con más clari-
dad las “deudas pendientes” del proceso; reclama que
en la aplicación del modelo de inserción económica
global se consideren en mayor medida las necesidades
de la región. Esta premisa se traduce en las apela-
ciones por “reformas a las reformas” o también una
“segunda generación de reformas”,36  provenientes actual-
mente tanto de la sociedad civil como de algunos orga-
nismos internacionales.

Con ello se indica, en primer lugar, que, de acuerdo
con las transformaciones en los modos productivos
que trae consigo la globalización, la política macroe-
conómica de América Latina se ha centrado en su
mayor parte en los capitales “tradicionales” de creci-
miento, como recursos naturales, infraestructura, ca-
pital comercial y capital financiero, haciendo menor
hincapié en la inversión en capital humano, fundamento
de un desarrollo sostenible.

36 No obstante, según la CEPAL, el término „segunda generación de
reformas“ [...] induce a error ya que implica procesos demasiado
mecánicos cuyas etapas se superan linealmente, cuando al menos al-
gunas de las dificultades provienen de las mismas reformas. Más bien,
se requiere un proceso complementario de construir sobre los logros
alcanzados y, cuando sea necesario, ‘reformar las reformas’ para que
respondan mejor a la realidad de la región”, en: CEPAL 2000c.
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En términos comparativos para América Latina: “Aun-
que el promedio de educación de la población aumentó
en las últimas dos décadas aproximadamente dos años,
tal aumento fue menor al que se dio en el resto del
mundo en igual período, por lo que la ‘brecha educati-
va’ creció, especialmente si se le compara con el sudeste
asiático y con los países africanos de mayor avance.
La desigualdad del capital humano, medida a través
de la varianza de los años de educación, también aumen-
tó desde comienzos de los setenta. Así, paralelo a la
relativa pobreza de capital agregado, América Latina
concluyó la década con una evidente brecha social en
la dotación de recursos humanos de su población, tanto
en educación como en salud.”37

Ello señala, en segundo lugar, la importancia de un
desarrollo integral que se refleje paralelamente en in-
dicadores sociales como la equidad (en cuanto a la dis-
tribución del ingreso, el acceso y la cobertura de los
servicios de salud), el empoderamiento de las capas so-
ciales más necesitadas (en cuanto a la posibilidad de
pensar y actuar libremente, de elegir y realizar su poten-
cial como miembro pleno de la sociedad en igualdad
de condiciones) y el énfasis en la ciudadanía.

Estas directrices se orientan según los compromisos
de la Cumbre para el Desarrollo Social, realizada en Co-
penhage en 1995, cuya puesta en práctica ha sido insa-
tisfactoria hasta la fecha.38

Es necesario, en tercer lugar, una relación más equili-
brada entre mercado y sociedad civil, para lo cual se re-
quiere una definición más precisa del papel del Estado
en las sociedades latinoamericanas. La desregulación
y descentralización del Estado no le quitan respon-
sabilidades, por una parte, ante el libre mercado y sus
consecuencias; por otra, ante las necesidades de la so-
ciedad civil, como asimismo en lo que respecta a su
transparencia administrativa.

En este sentido, la descentralización no debe utili-
zarse para traspasar las consecuencias del ajuste, la re-
cesión económica y la crisis social a los niveles de admi-
nistración regional y local, si antes no se fortalecen
los mismos. Por otro lado, los modelos de producción
generados con la desregulación estatal no deben cola-
borar al riesgo de crecientes tasas de desempleo o de
reducción de políticas sociales.

El libre comercio y la inserción global:
desarrollo y perspectivas del tercer paso

Cabe, entonces, entrar de lleno al proyecto que lenta-
mente se perfila como el tercer paso hacia la inserción
global de América Latina: el establecimiento de una
zona de libre comercio hemisférica o extrarregional,
y que ha adquirido, especialmente con la Cumbre de
Quebec en abril de 2001, aún mayor actualidad.

Tal iniciativa refleja una vez más el lugar que ocupan
la integración regional y la cooperación interregional
en el marco de la globalización: ya 50% de los acuer-
dos de integración notificados desde 1948 ante el GATT

se firmaron en los diez años transcurridos de 1984 a
1994. En los seis años siguientes (1994-2000) se noti-
ficaron aún 123 acuerdos más ante la OMC, la institu-
ción sucesora [Ibáñez, 2000: 2]. Para América Latina,
cooperación e integración regional representan un me-
dio de inserción global y al mismo tiempo una estra-
tegia de desarrollo, hecho que en gran medida explica
el impulso de los procesos de integración latinoame-
ricanos en la década de los noventa [Vera-Fluixá,
2000: 20-29].

37 Informe Londoño para el PNUD [2000: 6]. Junto al capital humano
cabe destacar la importancia del capital social, entendido como un
conjunto de “elementos cualitativos como valores compartidos, cultura,
capacidades para actuar sinérgicamente, y generar redes, y concer-
taciones hacia el interior de la sociedad”, en Kliksberg [1997].
38 Entre los objetivos se encontraban: acceso universal a la educación
básica y finalización de la misma para al menos 80% de los niños en
edad escolar; atención básica de salud con drásticas reducciones en las
tasas de mortalidad infantil y materna; reducción a la mitad de los
niveles de malnutrición entre niños menores de cinco años; reducción
del analfabetismo por lo menos a la mitad de los niveles de 1990 y eli-
minación de la diferencia entre sexos en cuanto a tasa de alfabetismo, y
agua potable y obras sanitarias. La conferencia de Ginebra de octubre
de 2000 comprobó que el compromiso de los países en desarrollo de
gastar 20% de su presupuesto en el desarrollo social no fue cumplido,
ni tampoco la propuesta de los países donantes de entregar 20% de la
Ayuda Oficial al Desarrollo para dicho sector (sistema 20-20). Véase
ICTSD [2000b: 13].
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Sin ingresar al análisis de las relaciones de América
Latina con otras regiones de interés como, por ejem-
plo, el área Asia/Pacífico, el foco de atención del pre-
sente trabajo se dirige al Área de Libre Comercio de
las Américas (ALCA) y a la iniciativa de una o varias
zonas de libre comercio entre América Latina y la
Unión Europea.

Una visión comparativa del proceso de negociación y
de los objetivos de ambas iniciativas indica varias simi-
litudes y diferencias.

Tanto con Estados Unidos como con la Unión Euro-
pea se iniciaron a partir de mediados de los noventa
las fases de relevamiento e intercambio de información
(grupos de trabajo especializados), de diagnóstico y de
presentación de recomendaciones, que en suma servi-
rían de base para el proceso de negociación per se
(véase el cuadro 4).

Cuadro 4
América Latina: iniciativas de libre comercio hemisférica

(ALCA) y extraregional (AL-UE). Procesos de gestión y
negociación

Así, la Iniciativa de las Américas, proclamada en 1990,
se concretó en las reuniones de Miami (1994), Santiago
de Chile (1998) y Quebec (2001) y, entre ellas, en una
agenda de reuniones de ministros, viceministros de
comercio y de los grupos de trabajo, respectivamente.
Por su lado, la Unión Europea firmó en 1995 con el
Mercosur el Acuerdo Marco Interregional de Coope-
ración, el primer convenio de creación de una zona de
libre comercio entre dos zonas aduaneras, al que le
sucedieron acuerdos por separado con Chile (1996) y
México (1997).

Luego de las etapas preparatorias, y hacia fines de la
década, varios factores comenzaron a retardar el ritmo
general de las negociaciones, entre los cuales cabe resal-
tar las crisis de contagio, al igual que el desacelera-
miento de las economías de los países industrializados.
Desde entonces han sido notorias las dificultades tanto
de Estados Unidos como de la Unión Europea en la ges-
tión y obtención del mandato de negociación para comen-
zar y llevar a cabo la fase decisiva de las negociaciones.

En el caso del ALCA, si bien se logró iniciar las nego-
ciaciones en abril de 1998 (luego de la Cumbre de
Santiago), persisten los obstáculos para la aprobación
de la vía rápida (fast track) que otorga al ejecutivo
estadounidense los poderes para concretar la zona de
libre comercio (mayor celeridad en las decisiones, y
que aunque el Congreso apruebe o rechace las propues-
tas del ejecutivo, no pueda, sin embargo, modifi-
carlas). Por otro lado y de forma similar, las disidencias
internas en los órganos de la Unión Europea presenta-
ron serios obstáculos para conceder el mandato de nego-
ciación del proyecto de libre comercio con el Mercosur
ante la Cumbre de Río de junio de 1999. La aprobación
del mismo a último momento permitió que las negocia-
ciones se iniciaran en noviembre de 1999 con el Mercosur
y en abril de 2000 con Chile. La rápida negociación
(desde 1998) y entrada en vigor (1/7/2000) del acuer-
do de libre comercio entre la Unión Europea y México
constituyó una excepción.39

39 Para un análisis resumido de los tres procesos por separado, véase
Gratius [2000].

ALCA

UE-
Mercosur

UE-Chile

UE-
México

Etapas

Fuente: Elaboración a partir del CEPAL (1999), Benecke (2001), Gratius.
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Mientras que la Unión Europea emprendió una estra-
tegia de diálogo subregional con los bloques integrados
de América Latina y, en algunos casos, bilateral con
países individuales, la propuesta de Estados Unidos
se basaba en la extensión del TLCAN al resto de los
países. Varios gobiernos latinoamericanos disentían
con esta opción, mostrándose partidarios de la estra-
tegia subregional, la cual fue finalmente aceptada en
marzo de 1998 en el marco de la IV Cumbre Hemis-
férica realizada en Costa Rica.

En este marco, es importante considerar que el nivel
de exportaciones e importaciones de América Latina en
el volumen total del comercio tanto de Estados Uni-
dos como de la Unión Europea es aún mínimo. Ello
significa que los respectivos proyectos de libre comer-
cio se basan esencialmente en iniciativas de carácter
político-gubernamental (policy driven process), antes
que en la formalización de una realidad de flujos
comerciales preexistentes e interdependientes (market-
led process). Este factor de orden estructural se suma
a las causas coyunturales mencionadas sobre el difícil
ritmo de las negociaciones y explica la complejidad
en la coordinación de las políticas comerciales, prin-
cipalmente ante el problema de los subsidios agrícolas
(tanto a la producción como a la exportación), y además,
en el caso de la Unión Europea, de las cuotas de impor-
tación. Para garantizar el avance del proceso de
negociación en general, se ha optado por trasladar los
temas sensibles al final del mismo.

Paralelamente al interés de intercambio comercial,
ambas iniciativas se caracterizan por sus objetivos
orientados a la cooperación ambiental, la transferencia
tecnológica, las inversiones, el intercambio cultural y
la cooperación política (como por ejemplo la Decla-
ración de Principios de la Cumbre de Miami de 1994).
Hay además intereses comunes de política interna-
cional, como en el caso de los gobiernos europeos y
latinoamericanos en cuanto a las propuestas de reforma
y ampliación del Consejo de Seguridad de la ONU.

Esta multiplicidad de objetivos crea lo que se ha deno-
minado condicionalidad cruzada de intereses, presente

desde un principio en el proceso de negociación.40

Así, el bajo porcentaje que representa el comercio
agrícola latinoamericano para la Unión Europea, por
ejemplo, se compensa con el interés por asegurar inver-
siones directas en América Latina, cuyo auge se obser-
va sobre todo en la década de los noventa. A pesar de
la condicionalidad cruzada, las negociaciones de la
zona de libre comercio se basan en la cláusula de compro-
miso único y equilibrado de derechos y obligaciones
(single undertaking),  según la cual el área de libre co-
mercio no entrará en vigor hasta que todos los puntos
de negociación hayan sido tratados y acordados, es
decir, “nada está negociado hasta que todo esté ne-
gociado”. La cláusula de single undertaking fue espe-
cialmente controvertida en el marco del proyecto de
ALCA, ya que Estados Unidos favorecía la gradual ne-
gociación y entrada en vigor de objetivos (posición
gradualista), mientras que la mayoría de los países suda-
mericanos optaba por la postura globalista del “single
undertaking”, finalmente acordada en la Tercera Cum-
bre Ministerial de Belo Horizonte en mayo de 1997.

Ahora bien: ¿qué papel desempeña en estas iniciativas
de inserción global la Organización Mundial del Co-
mercio (OMC) para América Latina, y qué posibilidades
de influencia tiene ésta en dicho organismo?

Como se indicó, el bajo porcentaje de participación
que posee el comercio latinoamericano constituye un
flanco débil a la hora de negociar zonas de libre co-
mercio con países o regiones económicamente más
avanzadas, sobre todo cuando existen divergencias en
la política comercial. Es de dudar, por ejemplo, que la
Unión Europea modifique su Política Agraria Común
(PAC) ante la competitividad que representa el comer-
cio agrícola del Mercosur. Es en ese contexto que la
OMC adquiere mayor importancia, no sólo como marco

40 En relación con factores condicionantes en la negociación Unión
Europea-Mercosur véase la entrevista al Coordinador Nacional del
Grupo de Río (por Uruguay), embajador José María Araneo, del 26/6/
1999,  en:  Radio  El  Espec tador,  Montev ideo,  <ht tp: / /
www.espectador.com/text/mercosur/mer06243.htm>.
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regulatorio, sino especialmente en cuanto foro de ne-
gociación. Un ejemplo de ello es el Grupo Cairns, al
que pertenecen nueve estados latinoamericanos, que,
junto a países como Australia, Nueva Zelandia y Ca-
nadá, representan 25% del comercio agrícola mundial,
y que demandan la eliminación de prácticas distorsio-
nadoras del mercado como, por ejemplo, los subsidios
a la exportación, prohibidos ya por el GATT, pero uti-
lizados aún por un reducido grupo de países miembros
de la OMC.

Paralelamente hay, sin embargo, problemas internos
que atañen a la legitimidad de la OMC como institución.
Las dificultades surgidas a partir de la tercera Confe-
rencia Ministerial en Seattle (1999), especialmente tras
el intento fracasado de iniciar en aquel entonces la
llamada Ronda del Milenio, acrecentaron el caudal
de críticas dirigidas a la sobredimensionada capaci-
dad de influencia de los países industrializados en
los mecanismos de negociación y decisión (transpa-
rencia interna), sumado a las exigencias de una mayor
participación de organizaciones no gubernamentales
y de la sociedad civil (transparencia externa).

Ya en el marco de los preparativos de la cuarta Con-
ferencia Ministerial en Doha (Qatar) de noviembre
de 2001, que logró definitivamente lanzar la nueva
Ronda de Negociaciones, el director general de la OMC,
Mike Moore, había advertido que el desacuerdo
interno de la institución podría poner en tela de juicio
el valor de la misma como foro de negociación.41

Finalmente, el desempeño de los países latinoame-
ricanos en el seno de la OMC presenta aún problemas,
como constata Gudynas, relacionados a la “tendencia
a refugiarse en el inmovilismo” o, como sucedió luego
de Seattle, a “creer que tras el fracaso de la OMC, las
soluciones estarán en el Área de Libre Comercio de
las Américas o la expansión del TLCAN” [ICTSD, 2000a:
3]. Esta postura, sin embargo, ha sufrido un giro

inesperado con la situación internacional luego de los
atentados del 11 de septiembre en Nueva York, y del
desenlace de la crisis económica en Argentina, que
han influido en la velocidad dada a la iniciativa del
ALCA desde la asunción del presidente Bush en enero
de 2001, como asimismo en sus perspectivas de desa-
rrollo en el mediano plazo.

En este marco, las perspectivas de una mayor inser-
ción global mediante la concreción de una zona de
libre comercio dependerán en gran medida de facto-
res como el grado de integración regional, la capaci-
dad de negociación, el sistema productivo y comercial,
y las características asimétricas de la globalización.

• Grado de integración regional: los espacios econó-
micos integrados en América Latina muestran, en
términos comparativos, bajos niveles de interde-
pendencia comercial.42  Una mayor solidez de los
bloques regionales integrados hace indispensable,
por tanto, una mayor coordinación de sus econo-
mías productivas. El aumento y la consolidación de
los flujos comerciales propicia la realización de pro-
yectos de liberalización comercial y el estableci-
miento de zonas de preferencias arancelarias o de
libre comercio. Dicha integración y cooperación
según las transacciones base (market led) aseguran
una mayor complementación de las políticas guber-
namentales de cooperación supranacional (policy
driven).

• Capacidad de negociación: no es en primer lugar la
diversidad y el número de países latinoamerica-
nos en juego, sino la falta de identificación con el
bloque y de constancia en la postura de negocia-
ción del mismo, lo que ha imposibilitado hasta ahora
el desarrollo de una mayor influencia de la región

41 Ver discurso del Director General de la OMC del 30 de julio de 2001
en <http://www.wto.org/english/thewto_e/minist_e/ min01_e/
min01_dg_statement_gcmeeting30july01_e.htm>.

42 Mientras que el promedio de exportación intrabloque de un país
miembro de la Unión Europea en 1995, alcanzaba 58.7% y en el TLCAN

59.3%, este índice era para el Mercosur de 26.5%, en el Mercado
Común Centroamericano de 14.88%, en la Caricom de 17.11% y en la
Comunidad Andina de 10.36%. Véase Echandi [1995: 2].
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en el contexto globalizado, y, por ende, un mayor
avance en las perspectivas de integración y coope-
ración regionales.

Esta situación se ha agravado a partir de las crisis
financieras. La tendencia hacia posturas bilaterales
o unilaterales, en parte contrarias a los designios esta-
blecidos dentro del grupo, se percibe en los últimos
años como una reacción casi automática de gobiernos
individuales de la región.43  Ello ha dificultado un pro-
ceso de building blocks entre el MCCA, la Caricom, la
CAN y el Mercosur, debilitando además el marco ge-
neral de integración de la ALADI. La consolidación en
bloque, dentro del cual los países de mayores dimen-
siones asumen una responsabilidad clave (México,
Brasil, Argentina, Colombia), garantizaría una mayor
estabilidad ante los desafíos de la economía globali-
zada. Ello es aún más necesario en la medida en que
persistan los inconvenientes existentes tanto en los
proyectos hemisféricos y extrarregionales, como en
el marco de la OMC.

• Sistema productivo y comercial: es necesario consi-
derar cabalmente cuáles serán las consecuencias
de la inserción en el libre comercio para el modelo de
producción y crecimiento de la región en general,
en especial si las materias primas continuarán sien-
do la base principal del modelo exportador, y cuá-
les serían los efectos, en ese caso, en un sistema de

división internacional del comercio (amén de las
consecuencias ambientales). Como asevera Quiro-
ga Martínez para el caso de Chile: “Nuestra oferta
exportable está casi exclusivamente concentrada
en productos primarios de bajo nivel de procesa-
miento (baja productividad y ancla a los salarios),
escasa o nula diferenciación cualitativa, y que
enfrentan sobreoferta cíclica mundial (lo que hace
caer cíclicamente los precios, retornos de expor-
tación y empleo generado). Así, la opción de espe-
cializarnos en producción de productos primarios
hace prácticamente imposible generar un proceso
de desarrollo en el largo plazo.”44

Ello plantea, en definitiva, la pregunta sobre cuáles
serán los beneficios comerciales concretos de una zo-
na de libre comercio partiendo de las características
de producción actuales. Esta es una pregunta compleja
si se considera que un área hemisférica o extrarregio-
nal de libre comercio constituye para América Latina
un proyecto sin antecedentes históricos.45

• Carácter asimétrico de la globalización: la creciente
interdependencia de la globalización hace indispen-
sable crear instrumentos que regulen los flujos
internacionales de capitales financieros y de bienes
y servicios; la movilidad internacional de la mano
de obra y que establezcan códigos de conducta para
las corporaciones transnacionales [CEPAL, 2000c].
La apertura y liberalización comercial es incon-
geniable con un proceso de globalización aún mar-
cado por prácticas comerciales proteccionistas que
afectan directamente la capacidad de exportación y
de crecimiento de América Latina.

44 Quiroga Martínez [2001: 264]. Para una postura contraria véase IPCC

[1997: 32].
45 A propósito del ALCA, la CEPAL, por ejemplo, indica que a falta de
antecedentes históricos, se debe partir del siguiente supuesto de la
teórica económica: mientras se logre creación de comercio antes que
desviación del mismo, se logrará un crecimiento del bienestar. Ya
que las dimensiones de los mercados liberados previstos provoca-
rán con seguridad flujos de desviación comercial, las perspectivas de
bienestar yacen en la capacidad del bloque de generar mayores grados
de creación de comercio. CEPAL [1999: 5-6].

43 Una de estas reacciones, observadas con recelo por los restantes
miembros del Mercosur, fue la firma unilateral de un Acuerdo de
Preferencias Arancelarias por parte del Brasil con la Comunidad Andina
de Naciones (CAN) el 3 de julio de 1999; también las diferentes reac-
ciones de los gobiernos de Argentina, Chile y Uruguay ante la
reactivación del ALCA luego de la asunción del presidente Bush (hijo).
Véanse al respecto, los artículos del diario La Nación: “Chile parece
más lejos del Mercado Común del Sur” (4/12/2000); “Uruguay busca
otros horizontes” (4.12.2000); además los artículos: “Cardoso”: Una
conquista que vino para quedarse”, (21/4/2001, en <http://
www.lanacion.com.ar/01/04/21/index.asp>; “Cavallo se volvió a quejar
del Mercosur”, (6/5/2001); “Brasil estudia tomar represalias en el
Mercosur por la suba de aranceles” (24/7/2001),  <http://
www.lanacion.com.ar/ 01/07/24/de_322174.asp>; “Una medida de
Paraguay hace retroceder al Mercosur” (12/7/2991) <http://
www.lanacion.com.ar/ 01/07/12/de_319166.asp>.
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En suma, la disposición y la capacidad de reforma de
América Latina en las últimas dos décadas lograron
conducir a un punto de inflexión, al ingreso a una nueva
fase, cuyas características difieren diametralmente
con el desarrollo de la región hasta los años ochenta.
Como resultados más significativos de dichas transfor-
maciones vale rescatar la ruptura de los ciclos viciosos
de regímenes militares y gobiernos democráticos, y
la introducción de pautas de apertura e inserción
comercial en una estructura mundial en transforma-
ción. El proceso de reforma no ha sucedido, sin embar-
go, sin dejar altos costos, que aún se deben compensar.
Pero más allá, el desarrollo paralelo del nuevo entorno
mundial –el alud de cambios estructurales que ha
provocado y la continua interdependencia económica
que ha traído consigo–, demuestran que la sola dispo-
sición de reforma no es suficiente para hacer frente a
los desafíos de inserción. La evolución misma del
proceso de globalización relativiza la eficacia de los
esfuerzos unilaterales, dando lugar cada vez más a la
exigencia de compromisos multilaterales. Esto vale
tanto para los aspectos económicos como para los so-
ciales y ambientales. En la regulación consensuada
de los aspectos negativos del sistema global radica la
justificación del interés por insertarse en el mismo.
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